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LOS CONFLICTOS POR LA EXTRACCION MADERERA Y SUS 
IMPLICANCIAS EN LA CONSTRUCCION DEL TERRITORIO AMAZONICO 
INTERREGIONAL KCOSÑIPATA-SALVACION. 
INTRODUCCION 
En la amazonía peruana, la situación sobre la extracción maderera es compleja 
y problemática. El ecosistema amazónico comprende el 60.3% de la superficie 
del país, la que está compuesta sustancialmente por bosques. Toda esta área 
esta provista de una gran biodiversidad donde se tienen diferentes expresiones 
biológicas, ecosistémicas, sociales y culturales. Este potencial biológico pone 
en condiciones de vulnerabilidad al bosque amazónico frente a los intereses de 
los diversos actores, así esta presión sobre los bosques viene generando un 
promedio anual de deforestación de 261,158 ha, con graves consecuencias de 
orden estructural (Bedoya Garland, 1991). 
En las últimas tres décadas, la extracción maderera por parte de los colonos, 
indígenas y empresas madereras, fue la actividad principal y la más rentable, 
especialmente para las segundas. Hoy en día, aunque la rentabilidad de la 
explotación maderera ha disminuido, el proceso de deforestación continúa. 
Provocado, junto a otras actividades depredatorias, como la conversión de los 
bosques en campos de cultivo o pastoreo, que implica la eliminación del 
bosque mediante roza y quema. Se produce así una severa disminución de la 
fauna comestible y, por lo tanto, un problema de desnutrición, que recae, ante 
todo, sobre la población indígena y de migrantes o colonos.  
La situación actual es crítica, puesto que se tiene zonas descremadas 
produciendo una deforestación estimada en 0,010 hectáreas por habitante/año, 
cuando el promedio en América Latina es de 0,004 según el CONAM, siendo 
los departamentos más afectados Madre de Dios, Cusco, Ucayali, Loreto y San 
Martín1. Todo esto ha sido generado por diversos factores entre ellos las 
actividades productivas y la utilización de tecnologías no adecuadas, que 
repercuten en la disminución  de la protección física del suelo por los árboles, 
acelerando los procesos de erosión y deterioro del suelo.  
Actualmente, la política del Estado peruano  referente al recurso forestal está 
organizada en base a la nueva “Ley Forestal y de Fauna Silvestre” Nº 27308 
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del año 2000. Esta ley tiene el objetivo de normar, regular y supervisar el uso 
sostenible de los recursos forestales y de fauna silvestre en todo el país, 
considerando todos los beneficios que brindan estos recursos, e incluyendo la 
variable de servicios ambientales. Fija como forma de acceso el otorgamiento 
de concesiones y permisos de extracción. Muestra varias contradicciones, 
entre ellas que si bien pretende regular el acceso y uso sostenible del recurso, 
también fomentan la explotación y obtención de mayor rendimiento económico. 
El establecimiento de estas normas no ha solucionado el problema alrededor 
de la extracción forestal y, por el contrario, aún se mantienen los 
inconvenientes, e incluso en ocasiones han contribuido al surgimiento de más 
problemas, como la inadecuada distribución de concesiones o permisos de 
extracción forestal, el deficiente cumplimiento de las condiciones que 
establecen, por ejemplo respecto a programas de reforestación, u otros 
problemas como la sobre explotación del recurso, el descontento de los 
usuarios del bosque, el incremento de prácticas clandestinas, los procesos de 
corrupción, conflictos y otros. 
Por tanto, ¿cómo se presenta la gobernanza de los recursos forestales y cuáles 
son sus implicancias en la construcción del territorio amazónico?, ¿qué 
consecuencias producen los conflictos por la extracción maderera?, son 
algunas preguntas que guían el presente trabajo.  
De esta forma, considero que en estas condiciones, diferentes actores 
compiten por acceder a los recursos escasos del bosque amazónico. Esta 
competencia, es una de las causas para la generación de conflictos, lo que 
mostraría las tensiones entre actores sociales, quienes establecen una serie 
compleja de estructuras y relaciones donde predominaría un marcado interés 
económico que hace vulnerable al bosque.  
Por otro lado, y de manera complementaria, los marcos normativos e 
institucionales, para controlar las diferentes presiones sobre el bosque, 
contradictoriamente estarían generando tensiones a nivel local, así las 
prácticas informales de los diferentes usuarios del bosque prevalecerían sobre 
la formalidad, predominarían, entonces, poderes locales de facto. 
En estas condiciones el problema se acentúa cada vez más cuando se tiene 
que determinar quiénes, cómo, dónde y por qué tienen derechos de acceso, 
propiedad, uso o manejo de los recursos naturales y de los recursos forestales 
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maderables en particular, todo esto expresaría la gobernanza de los recursos 
forestales en la selva alta peruana. 
El objetivo es analizar casos concretos de carácter multinivel, a partir de una 
visión socioantropológica, con criterio multidisciplinario y de 
complementariedad sobre los conflictos que se generan por la extracción 
maderera y sus implicancias en la configuración de un territorio interregional y 
que conforma un corredor económico  importante representado por  Kcosñipata 
(Paucartambo, Cuzco) y Salvación (Manu, Manu, Madre de Dios) ubicados al 
sudeste peruano.  
Se responde a las preguntas en tres partes. En la primera se desarrollan 
algunas reflexiones teóricas y precisiones metodológicas; en la segunda, se 
expone las configuraciones y las transformaciones contemporáneas del 
espacio altoamazónico que representan Kcosñipata y Salvación como corredor 
ecológico, económico y sociocultural; y en la tercera parte, se analizan los 
casos y los conflictos entre los actores usuarios del bosque, incidiendo en la 
aplicación de normas y la exclusión de los pequeños. Por último se exponen 
algunas ideas a manera de conclusiones. 
Esta ponencia es producto de un proceso de investigaciones y trabajos de 
campo realizados en esta zona entre los años 2002-2003 y 2006-2008 en el 
marco institucional del Swiss National Centre of Competence in Research 
North-South (NCCR N/S), y en la parte final, del apoyo de Russell E. Train – 
Education For Nature – WWF.  
 
1. ALGUNAS REFLEXIONES TEORICAS Y METODOLOGICAS 
Los escenarios económicos, sociales y culturales en relación a los recursos 
naturales, y particularmente a los recursos forestales destinados para madera, 
son complejos y dinámicos. Las acciones de los diferentes actores sociales y la 
competencia por acceder a los recursos forestales generan diferentes 
tensiones. 
La realidad muestra que los actores sociales desarrollan o están frente a una 
amplia gama de instituciones en relación al manejo de recursos naturales, lo 
que permite a la gente tener diferentes opciones para recurrir a instituciones 
sociales y políticas a fin de obtener o defender el acceso al mismo recurso 
(Berry, 1993; Leach, 1994; Li 1996) y los derechos sobre éstos pueden 
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defenderse a través de apelación a relaciones de parentesco, préstamos, 
mercados o relaciones con agentes del Estado, dependiendo de la condición 
del actor social. La gente puede invertir en diferentes instituciones sociales que 
le permitan defender sus demandas de manejo y uso futuro de los recursos2 
(Berry, 1993). 
En este sentido, en la Amazonía se observa que la delimitación y la gestión de 
los territorios, así como de los recursos naturales, se dan de diferentes formas. 
Entre ellos resaltan, los territorios que pertenecen a pueblos indígenas y las 
áreas naturales protegidas. Los primeros representan bienes comunes 
privados, cuya gestión depende de un gran número de comunidades y 
organizaciones indígenas que poseen títulos de propiedad colectiva. Los 
últimos son bienes comunes públicos y cuya gestión depende del Estado o de 
una instancia de gobierno local (Smith y Pinedo, 2002). A pesar de que estos 
tipos de bienes conforman un paisaje continuo y colindan permanentemente, 
por lo que su gestión debería mostrar coordinación y cooperación, ocurre lo 
contrario, configurando así espacios de competencia que vienen afirmando 
profundos mal entendidos.  
La situación es más compleja en cuanto se presentan también otras formas de 
gestión como la propiedad privada sobre bienes individuales que generan otras 
prácticas y expectativas en los grupos de tradición colectiva. Así, se estarían 
conformando “paisajes duales” (Rist, 2004) cuyo enfoque propone áreas de 
conservación que colindan con zonas de producción y extracción intensiva, 
donde las áreas naturales protegidas son prácticamente islas verdes, situación 
que estaría condicionando a la gente local a tomar una decisión entre la 
conservación o la extracción.  
La dimensión del acceso, determinaría el uso o no de los recursos, pues los 
regímenes de propiedad no han podido impedir del todo que otros actores usen 
de fuerza estos recursos delimitados. Entonces, se debe distinguir entre el 
régimen de acceso, tenencia y propiedad del recurso, frente a las distintas 
formas de gestión del mismo recurso (Benavides y Smith, 2000). Los 
regímenes de propiedad se oponen a situaciones de ‘acceso abierto’ en las que 
                                                 
2 De igual forma, la dimensión simbólica también es considerada en estos procesos. Por esto, las luchas 
por los recursos son vistas simultáneamente como luchas por significados (Agarwal, 1994) donde la 
renegociación de los recursos en diferentes redes sociales considera medios materiales como simbólicos. 
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no existen derechos definidos o arreglos institucionalizados que controlen el 
acceso y uso del recurso (Benavides y Smith, 2000:547-554). El acceso abierto 
también se da en los casos donde están definidos los derechos y las reglas de 
acceso, pero que no se respetan, en este caso se actúa como si fuesen 
recursos de acceso abierto.  
Una primera explicación de este fenómeno puede efectuarse reinterpretando el 
modelo elaborado por Hardin (1968) acerca de la denominada ‘tragedia de los 
bienes comunes’, donde en la medida que existe tierra o bosques disponibles y 
no existen restricciones efectivas para controlar el uso, los recursos pueden 
considerarse comunes, lo que conduce a los usuarios a sobre explotarlos, pues 
no encuentran restricciones al uso altamente consumidor de los recursos. 
Considerada entre los problemas sin ‘solución técnica’, la acción de sobre 
explotar un recurso se basaría en cuatro aspectos fundamentales: i) en la 
obtención del máximo bien individual donde predominaría un análisis ‘racional’ 
de beneficio propio sobre el beneficio del grupo; ii) en la negación del perjuicio 
colectivo, pues en sociedades que creen en la libertad frente a los bienes 
comunes, los individuos perseguirán beneficios para sus propios intereses 
donde se negaría las consecuencias y perjuicios que sufriría su sociedad; iii) en 
la debilidad de las leyes y la moderación, el gobierno de los hombres, y no de 
las leyes, limitan las posibilidades; y iv) en las opciones tentadoras del corto 
plazo. De hecho, estos argumentos han sido criticados pues no distingue 
conceptualmente entre el sistema de derechos de propiedad sobre un recurso y 
el propio sistema del recurso (Cirancy-Wantrup y Bishop, 1975). De igual 
forma, se obvia precisiones sobre los tipos de recursos complejos y difíciles de 
excluir a los usuarios y los efectos que generan a otros, a los que se denomina 
‘recursos de acervo común’ (Ostrom et al, 1999).  
Por otro lado, la gestión sostenible de los recursos se fundamenta en las 
unidades domésticas que “desarrollan estrategias y normas para el acceso y 
uso de los recursos en una forma viable a largo plazo” (Benavides y Smith, 
2000: 552). Se asume que brinda ventajas culturales para la gestión de la 
biodiversidad, pues por lo general, los usuarios tienen una visión de conjunto 
del área al que acceden, están unidos por vínculos sociales y tienen 
mecanismos institucionalizados, lo que no sucede con un grupo de parceleros 
o con un grupo de empresarios que no tienen lazos milenarios de gestión 
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forestal ni de modos de vida tradicionales adaptados a esos ecosistemas. Sin 
embargo, estos vínculos pueden romperse cuando priman determinados 
intereses, sistemas económicos y socio-políticos guiados por el mercado, 
siendo uno de los factores determinantes el factor económico de sociedades 
industriales o globalizadas. 
Así, el concepto de gestión forestal sostenible es incierto (Smouts, 2000), pues 
es difícil precisar la sostenibilidad debido a que no se definen o conocen aún 
los medios para asegurarla. El panorama es más complejo en países donde las 
cifras e indicadores que muestran la gestión forestal sostenible no brindan una 
real dimensión de los bosques que gestionan.  
He partido de la idea de que el acceso a los recursos naturales fundada en la 
competencia es uno de los factores que genera conflictos. Por otro lado 
también, que los diferentes escenarios de acceso y uso de recursos brindan 
cierta configuración a un territorio, que se entiende como un proceso en el que 
una sociedad ocupa un espacio, es decir, representa la intervención humana 
sobre los componentes materiales de un medio. Y es al mismo tiempo el 
producto de un sistema de representaciones (Bonte & Izard, 2004:704-705) en 
escenarios complejos donde predominarían ciertas incertidumbres.  
¿Cómo entender los conflictos socioambientales? A mi juicio, ellos deben 
pensarse, de manera genérica, como procesos iterativos condicionados por 
oposiciones permanentes entre grupos o individuos que esperan alcanzar 
recursos escasos y que está regido por valores mutuamente incompatibles. 
Son aquellos producidos por la actuación del hombre con o en su ambiente, 
como también conflictos que se producen por la actuación entre los hombres 
en torno a las cosas del ambiente (Orellana, 1996). Esta definición supone la 
consideración del conflicto como un ciclo, es decir de un ciclo de vida, con 
diferentes etapas y caracterizado por un continuo de transformaciones no 
necesariamente negativas.  
Bajo este enfoque, los conflictos socioambientales son procesos inherentes a la 
situación social y cultural. En este proceso, un mínimo de dos partes pugnan al 
mismo tiempo por obtener el mismo conjunto de recursos escasos, para 
explotarlos o no, desde distintas perspectivas. Significa que los conflictos 
alrededor de los recursos naturales son fenómenos sociales y culturales que 
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involucran condiciones mínimas tales como la escasez, el deterioro o la 
privación. 
Para la descripción y el análisis de los conflictos, el Marco Analítico de la 
Gobernanza  (Hufty, 2007) es una herramienta útil, considerando dos aspectos 
importantes. Primero, la gobernanza es una clase de hechos sociales, un 
objeto de estudio, así podemos hablar de la gobernanza de los recursos 
forestales, la que se refiere a los procesos colectivos, formales tanto como 
informales, que determinan en una sociedad, como se toman decisiones y se 
elaboran normas sociales con relación a asuntos públicos. Segundo, consta de 
la identificación y análisis de cinco categorías: el problema; los procesos 
(construcción histórica), los actores (individuos o grupos con intereses); las 
normas (reglas de juego); los puntos nodales (espacios físicos o virtuales de 
interfase en donde convergen los problemas, procesos, actores y normas). Los 
insumos para el análisis son las percepciones de los diferentes actores sociales 
y la observación (directa, no participante y participante) de las diferentes 
prácticas de los usuarios en función a los bosques.  
Características de la zona de estudio 
El distrito de Kcosñipata se encuentra en la provincia de Paucartambo, Región 
Cuzco. Cuenta con una población aproximada de 4622 personas. Su capital es 
la localidad de Pilcopata, ubicada en la confluencia de los ríos Tono y 
Pilcopata. La población rural está asentada en pequeños caseríos y otras 
dispersas en todo su territorio cuya superficie es de 3745.68 Km2 y que varía 
entre los 3500 a 600 m.s.n.m. región natural denominada selva alta o rupa 
rupa. Con un promedio anual de humedad del 86.60 %, y altas precipitaciones 
que alcanzan a 4000 mm aproximadamente, de origen orográfico (IMA, 1994), 
es una zona propicia para el desarrollo de vegetación y especies maderables. 
Está poblada, predominantemente, por migrantes (quechuas) que provienen de 
zonas andinas de Cuzco, Apurimac, Puno, unos se han asentado 
permanentemente y otros migran de manera estacionaria para realizar 
actividades extractivas. De igual forma, se tienen dos comunidades nativas que 
son Santa Rosa de Huacaria (huachipaires y matsiguenkas, 100 personas 
aproximadamente según Rey, 2005) y Queros (huachipaires, 25 personas). Las 
actividades económicas predominantes son la extracción maderera, agricultura 
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(maíz, arroz, yuca, tomate, plátano, papaya, piña, entre otros y se cultiva coca 
para el consumo tradicional), ganadería, caza y silvicultura.  
Por otro lado, Salvación es la capital del distrito y provincia de Manu, Región 
Madre de Dios. Cuenta con una población aproximada de 2500 personas, pero 
el tránsito de informales incrementa la presión poblacional. Tiene una superficie 
de 8166.65 Km2 y está ubicada al noroeste de Kcosñipata. Su territorio varía 
desde los 1473 hasta 382 m.s.n.m. conformando la región natural selva baja u 
omagua. Su población, predominantemente migrante, colona, ocupa 
principalmente las zonas más bajas en función a la carretera y al río Alto Madre 
de Dios, así como las comunidades nativas: Palotoa-Teparo (99 personas) y 
Shipetiari (matsiguenkas) 100 personas aproximadamente, y Shintuya 
(harakmbut, 264 personas). Las dos primeras colindan con el Parque Nacional 
del Manu; y Shintuya, como también Shipetiari, son beneficiarias de la Reserva 
Comunal Amarakaeri.  
Así, Kcosñipata y Salvación conforman la continuidad de un espacio geográfico 
intermedio en el acceso al llano amazónico. Representan también una 
continuidad económica, social y cultural desde sus primeras ocupaciones, cuyo 
límite político administrativo representa el río Carbón. Toda esta zona se ubica 
en dirección noreste de la ciudad del Cuzco, a la cual se llega a través de una 
carretera que integra Cuzco, Huambutío, Paucartambo, Pilcopata y Atalaya – 
puerto fluvial (Cuzco) con Salvación, Shintuya e Itahuanía – puertos fluviales 
respectivamente, ruta que activa el circuito comercial Cuzco. La conexión al 
sector en dirección este de la provincia de Manu se realiza por vía fluvial.  
 
2. CONFIGURACIONES Y TRANSFORMACIONES CONTEMPORANEAS 
DEL ESPACIO ALTOAMAZONICO (KCOSÑIPATA-SALVACION). 
La ocupación del espacio, como las acciones que desarrolla cada grupo en un 
área permite configurar un espacio. Es la acción y el significado sobre el 
territorio que permiten a los grupos caracterizar un espacio, por tanto se 
configura y sufre transformaciones, siendo así, un proceso dinámico y 
cambiante. Así, en la región de estudio, podemos caracterizar brevemente la 
configuración espacial contemporánea. 
La configuración contemporánea corresponde a dos momentos importantes, un 
primer momento de expansión extractiva, evangelización, represión y 
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conflictos, desde inicios del siglo XX hasta los años sesenta aproximadamente. 
Y un segundo momento, desde la Reforma Agraria en los sesenta hasta el 
momento actual de integración local, afirmación de la diversidad y de 
ordenamiento territorial.  
El primer momento. A fines del siglo XIX e inicios del XX, la explosiva 
extracción del caucho se expandió a la zona sudeste del país, rompiendo así la 
relativa autonomía indígena que se había establecido en el Cuzco Amazónico y 
Madre de Dios, y se incorporó a los circuitos comerciales centrales nacional e 
internacional. 
Con la extracción del caucho se implementaron las correrías, las que se 
expandieron a la zona de Cuzco y Madre de Dios, provenientes del norte y 
centro amazónicos, entre ellos grupos piros, shipibos y ashaninkas3. 
Resultaban menores costos económicos conducir a estos grupos a estas 
zonas, que conquistar o asimilar a los grupos de Harakmbut dispersos que 
oponían resistencia en la zona. Este ‘boom’ económico dejó graves secuelas 
ambientales y sociales en la zona, pues se extrajo ingentes cantidades de 
caucho, y se produjeron invasiones de territorios indígenas que generaron 
conflictos con las poblaciones locales, así como, conflictos interétnicos e 
intraétnicos4.  
A su vez, en este período otros ‘booms’ económicos contribuyeron a la 
configuración del espacio geográfico y sociocultural. Entre estos la construcción 
de carreteras, Cusco – Pilcopata en 1943, Pilcopata – Shintuya en 1968, lo que 
generó la presencia de migrantes de la zona andina principalmente del sur del 
país y activó la actividad extractiva maderera, pues “en función a la extracción 
de maderas valiosas, la carretera desde Huambutío que en 1943 había llegado 
a Pilcopata vía el Río Q’osñipata – el camino de herradura anterior era por el 
Río Tono – llegó hasta Shintuya, comunidad nativa y misión dominica en el Alto 
Madre de Dios. De esta manera la provincia de Manu se articuló al circuito 
mercantil centrado en Cusco5” (Eori, 1990).  
                                                 
3 Fue Fiztcarrald, quien en 1893 inició las correrías desde Ucayali hacia Madre de Dios. 
4 A lo que Lyon (2003) denomina ‘dislocaciones tribales’. 
5 Durante toda la mitad  del siglo XX, la zona estuvo ocupada por haciendas cuya actividad productiva era 
el cultivo de caña de azúcar, para producir aguardiente, que se comercializaba en los mercados de Cuzco 
y Puno. 
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Con la mayor afluencia de migrantes (colonos) que  provenían de Apurimac, 
Cuzco, Puno y otros lugares, cada uno con diferentes expectativas y 
manifestaciones sociales y culturales, principalmente con el fin de extraer 
madera - iniciaba otro boom económico extractivo que se prolongó hasta los 
años noventa- puesto que esta actividad era rentable y generaba ingresos 
económicos inmediatos, los que no fueron reinvertidos en la zona, siendo 
generalmente malgastados en fiestas y consumo de alcohol. 
El segundo momento. En 1969 se promulgó el Decreto Ley 17716, denominado 
Ley de Reforma Agraria, bajo el gobierno del Gral. Juan Velasco Alvarado, 
orientado a una redistribución justa de la tierra. Sin embargo, justificado y 
basado en un modelo andino, fue replicado a la realidad amazónica. Así, en 
1974, bajo la Ley de Comunidades Nativas y Promoción Agraria de las 
Regiones de la Selva Alta y Selva Baja, se reconocieron los derechos de 
propiedad colectiva de sus territorios con límites que no correspondían a sus 
usos y costumbres ancestrales, de esta forma en la zona se conformaron las 
comunidades nativas huachipaires, matsiguenkas y harakmbut6. 
Por otro lado, la actividad extractiva del oro también representó otro boom en 
zonas adyacentes que produjo repercusiones en la selva alta del Cuzco y 
Madre de Dios. Kcosñipata constituía la puerta de ingreso para este vasto 
territorio y para el desarrollo de estas actividades. En los años ochenta la 
migración de lavaderos de oro se incrementó y en la década de los setenta7 y 
ochenta el oro asumió un papel predominante en la economía de la región 
(García, 2003). 
En los noventa, nuevamente se notó un predominio de la extracción maderera 
en un contexto económico que fomentó el crédito al productor agropuecuario y 
extractor. Posteriormente, aunque se observa un deterioro de la cobertura 
forestal y en la zona ya no se encuentran especies maderables valiosas, esta 
                                                 
6 Aunque en 1975 la Ley Forestal y de Fauna Silvestre N° 21147, prohibió la titulación de tierras de 
aptitud forestal ubicadas dentro de los espacios de las comunidades nativas, reservándolas para el Estado, 
lo que resultó un atropello frontal a los derechos de los pueblos indígenas, ya que por un lado, la 
economía de los pueblos indígenas en la Amazonía depende en gran parte del uso extensivo del bosque, y 
por otro lado, prácticamente todas las tierras del gran llano boscoso son de aptitud forestal y por lo tanto 
exentos a la propiedad indígena (Smith & Pinedo, 2002) 
7 De igual forma en esta década, las presiones sociales por la reforma agraria en la región andina fueron 
un factor del impulso de las colonizaciones en la selva, en cierta forma, como un recurso para evitar la 
aplicación de una profunda reforma agraria (Barclay, 1991). 
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actividad sigue aún vigente8. En este momento, si bien se incrementó la 
presencia estatal de fomento, apareció otro actor social, las organizaciones no 
gubernamentales que introdujeron los denominados proyectos de desarrollo, 
cuyos resultados no han sido óptimos, generando desconfianza y tensión entre 
los pobladores de la zona y estas organizaciones. 
En los últimos años, producto de una corriente económica en base al turismo, 
principalmente el de naturaleza, se produjo una valoración de la biodiversidad 
que posee la zona (bosques nublados, bosques amazónicos, entre otros). 
Además también jugó un rol importante el hecho de ser zona de transición a 
áreas naturales protegidas, como el Parque Nacional del Manu y la Reserva 
Comunal Amarakaeri, así la actividad turística se viene incrementado con 
iniciativas de empresas externas e iniciativas locales, donde también se tienen 
iniciativas de conservación privadas o comunales. 
Cuadro N° 1 
Hechos contemporáneos que contribuyeron a la configuración del 
espacio Kcosñipata – Salvación. 
1902 Establecimiento de Vicariato Apostólico de Urubamba y Madre de Dios, a 
cargo de la congregación dominica, a partir de un puesto de misión en 
Kcosñipata. 
1912 Creación del departamento de Madre de Dios junto a sus tres provincias y 
del distrito de Manu. Ley 1782. 
1940 Expedición Wener Green. Expedición científica y evangelizadora. 
Dominicos iniciaron contactos con los harakmbut. 
1943 Construcción de la carretera Huambutío (Cuzco) – Pilcopata (Kosñipata). 
1952 Misión dominica se establece en Palotoa y luego en Shintuya (Salvación). 
Se dieron conflictos intra e interétnicos. 
1965 Carretera Quincemil – Puerto Maldonado. 
1969 Carretera Pilcopata (Kosñipata) – Salvación – Shintuya 
1973 Establecimiento del Parque Nacional del Manu (DS N°0644-73-AG 
Modificación DS N°045-2002-AG) 
1979 Titulación Comunidad Nativa de Shintuya (Resol. 02497-78-AA) 
1979 Promulgación de la Constitución Política del Perú. Concedía trato especial 
a la región amazónica, sin embargo, el regreso de Belaúnde al poder (80-
85) favoreció el continuo proceso migratorio y colonizador. 
1990 Titulación Comunidad Nativa de Queros (Resol. 00184-90-AG/DGRAAR) 
1993 Promulgación de la nueva Constitución Política del Perú, flexibiliza el 
acceso a los recursos naturales, bajo enfoque liberal, afecta la propiedad 
colectiva de la tierra. 
1996 Titulación Comunidad Nativa de Shipetiari (RD 0020-94-IR-SRAPE-DSRA-
                                                 
8 La producción cocalera es otra de las actividades importantes destinada para el consumo tradicional de 
las zonas andinas del Cuzco, Apurimac y Puno. 
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MD). 
2000 Promulgación de la Ley Forestal y de Fauna Silvestre N° 27308. 
2002 Establecimiento de la Reserva Comunal Amarakaeri (DS N°031-2002-AG). 
2006 Concesión para la conservación a la Comunidad Nativa de Queros R.I. 
N°358-2006-INRENA (6,975 Ha). Reserva Ecológica Huachipaire, 
Haramba, Queros. 
Fuente: García 2003; Soria 2002; FENAMAD 2006; Elaboración propia 2009.  
La ocupación actual de este territorio está dada por una población mixta de 
colonos, migrantes e indígenas de diferentes grupos étnicos. Territorialmente 
se tienen centros poblados, asentamientos nucleados y dispersos, predios 
privados individuales, comunidades nativas y áreas naturales protegidas, con 
diferentes actores sociales que compiten por acceder a los diferentes recursos 
naturales y particularmente a los recursos forestales. Así se conforma un 
escenario complejo y dinámico condicionado por factores internos y externos. 
 
3. CUANDO TOCAR MADERA SUENA FUERTE. LAS AVENIDAS DEL 
CONFLICTO MADERERO. 
3.1. LAS NORMAS FORESTALES Y LA EXCLUSION DE LOS 
PEQUEÑOS EXTRACTORES Y COMUNIDADES NATIVAS. 
En el Perú, la regulación del acceso al recurso forestal se da a través de la 
concesión de permisos de extracción o de contratos para extracción, que 
deben cumplir una serie de condiciones, desde planes adecuados de 
extracción, hasta el pago por los derechos de extracción. 
Esta regulación está  dada por la Ley Forestal y de Fauna Silvestre9 N° 27308, 
que regula, norma y supervisa el uso sostenible y la conservación de los 
recursos forestales y de fauna silvestre. No sólo persigue intereses sociales y 
ambientales, sino también está incluida dentro de políticas neoliberales, donde 
uno de sus mayores objetivos es lograr los máximos beneficios económicos 
que se  puedan producir con la extracción. 
Las condiciones para la regulación e implementación de la Ley se dan a través 
de su Reglamento, aprobado el 6 de abril del 2001, bajo Decreto Supremo N° 
014-2001-AG10,donde se establece, precisamente, las formas de acceso al 
                                                 
9 Más de veinticinco años pasaron para actualizar la ley anterior N°21147 de 1975. 
10 El Reglamento consta de trescientos ochenta y cinco (385) artículos y veinticinco (25) Disposiciones 
Complementarias. 
 13 
recurso y sus requerimientos, además plantea un ordenamiento del recurso 
forestal. 
La mayoría de quienes se dedican a la extracción maderera no lo hace 
solamente bajo concesiones en amplias extensiones de bosque, y no son 
precisamente, sólo empresas forestales o multinacionales, ni los denominados 
pequeños empresarios. Al contrario, son las poblaciones las que se dedican a 
la extracción en menor escala a las establecidas bajo concesiones, quienes 
tienen que recurrir a permisos y autorizaciones para extracción otorgadas por el 
Instituto Nacional de Recursos Naturales (INRENA).Las condiciones de acceso 
y uso están establecidas, con precisión, en el Capítulo VI “De los Permisos y 
Autorizaciones para el Aprovechamiento Forestal”, en su artículo 125º, que 
establece “los alcances: en los bosques de producción en reserva; en los 
bosques locales; en bosques en tierras de comunidades o de propiedad 
privada; en plantaciones forestales y en otras formaciones vegetales; el manejo 
y aprovechamiento de recursos forestales maderables y no maderables se 
realiza mediante permisos y autorizaciones”. 
Por otro lado, el aprovechamiento de los árboles y arbustos que son 
arrastrados por los ríos como consecuencia de la erosión de sus orillas, es 
autorizado por el INRENA, debiendo el interesado abonar el valor 
correspondiente, según lo establece el inciso 70.3 del artículo 70° del 
reglamento. Se distinguen así, el aprovechamiento de bosques en tierras de 
propiedad privada, en plantaciones forestales, del manejo y aprovechamiento 
en bosques secundarios, en bosques secos de la costa, en asociaciones 
vegetales de productos forestales diferentes a la madera, en bosques de 
comunidades nativas, campesinas y  en bosques locales.   
En todas estas formas de aprovechamiento, se exige la elaboración de un 
expediente técnico, considerando en forma precisa los planes de manejo, los 
productos, volúmenes a extraer, el número de zafras o cosechas por años, e 
incluso la duración de los mismos. Esto será verificado y controlado por los 
representantes del INRENA en forma anual, de cuyo resultado –en el papel- 
dependería la obtención del permiso o de la autorización, como también 
mantener la vigencia u obtener la renovación de éste. En concreto, estas 
normas representarían en sí ‘las reglas de juego’ impuestas a los extractores 
madereros, en este caso particular los que habitan la selva alta peruana..  
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En este punto, es importante resaltar dos aspectos concomitantes y de tensión. 
Primero, la delimitación de la propiedad como mecanismo de ordenamiento y 
coacción en una realidad predominantemente informal, bajo la premisa implícita 
de generar responsabilidad sobre el recurso; y segundo, la acción del extractor 
explícita y evidente al margen de la norma formal, cuyo orden estaría regido 
por acceder a recursos sobre los cuales no se asume la responsabilidad de 
usarlos de manera sostenible o renovable. Así, el escenario donde predomina 
la noción ‘de lo que no es nuestro no nos cuesta’ sería una de las causas que 
genera prácticas contraproducentes a la extracción maderera sostenible.  
Para los pequeños extractores, diseminados principalmente en la selva alta 
peruana y en este caso particular en el espacio interregional Kcosñipata-
Salvación, estas disposiciones establecidas en las normas exponen 
limitaciones determinantes para acceder al recurso forestal. Tres de ellas, nos 
pueden permitir un entendimiento de la situación de presión en la que están 
expuestos estos extractores: i) limitación institucional, caracterizada en la 
propiedad de la tierra y del recurso (expuesto anteriormente). La mayoría de 
estos extractores no cuenta con la certificación o título de propiedad otorgado 
por el Proyecto Especial de Titulación de Tierras (PETT); ii) limitación 
económica, pues las exigencias técnicas y administrativas son muy altas; iii) la 
restricción moral, generada por una corriente que promueve el uso de recursos 
de manera sostenible o la conservación, la sanción social externa sobre los que 
no cumplen esas exigencias se incrementa. Se observa, en consecuencia, que 
las diversas exigencias y requerimientos administrativos, económicos y 
técnicos que establece la ley y su respectiva reglamentación para la obtención 
de permisos de extracción en estos bosques, no responden a las realidades 
locales. Así se manifiesta que: 
“…La última ley que ha salido, es que una persona tiene que hacer su propuesta 
técnica y solamente a nivel de Cusco hay dos ingenieros forestales, a nivel de INRENA, 
y que sólo su trabajo cuesta 1,000 a 1,500 Soles para un pequeño extractor es un 
monto que no se puede alcanzar, es por eso que muchos no cuentan con el permiso y 
uno de los requisitos también es contar con título de propiedad, muchos de nosotros 
por ejemplo no tenemos…” (F.Q. Comerciante Kcosñipata. 2002). 
Por otro lado se afirma: 
« … con la nueva reglamentación se tienen mayores dificultades…las exigencias del 
INRENA son demasiadas, se pide incluso cosas muy específicas como por ejemplo 
inventarios al cien por ciento. Imagínense si vamos a hacer aprovechamiento en 
bosques de hasta cien hectáreas los costos que implicarían un inventario a cien por 
ciento, y aproximadamente los costos pasarían los cinco mil a diez mil soles, y que 
 15 
estoy convencido que pocos o nadie lo hace, aumentando por tanto los ilegales » 
(Ingeniero Forestal, Cuzco 2003) 
 
En una situación parecida, se encuentran las comunidades nativas de la región, 
cuya regulación de acceso se estipula en el sub capítulo VI Sobre el 
aprovechamiento de bosques en Comunidades Nativas y Campesinas de la 
Ley Forestal. Las exigencias fuera de contexto generaron la demanda indígena 
local, esto a nivel nacional, para la reformulación de estas normas, así en el 
2006 se aprobó, mediante Resolución Jefatural N°232-2006-INRENA, los 
Términos de Referencia para los Planes de Manejo Forestal en Comunidades 
Nativas. En consecuencia las comunidades podrán adecuarse a los 
requerimientos establecidos en esta norma, lo que facilita administrativa, 
técnica y económicamente a los usuarios del bosque, reto que queda 
pendiente, pues a nivel local estos términos de referencia aún no se difunden. 
De manera general, este contexto de exclusión local, ha generado, de manera 
progresiva, que la mano de obra (indígenas y no indígenas) se dirija hacia la 
informalidad, incrementándose, por tanto, la extracción ilegal de madera, 
poniendo sólo a unos cuantos con posibilidades  de cumplir los requerimientos 
formales, marginando a los que no tienen estas posibilidades, quienes estarán 
en condición de vender su fuerza de trabajo a bajos precios, incrementándose 
así el “subempleo, la explotación de la mano de obra, el deterioro del nivel de 
vida de los pueblos indígenas, las poblaciones rurales (colonos) y los 
trabajadores forestales” (Soria, 2003:2), en esta zona interregional parte del 
circuito comercial maderero Cuzco. 
Lo expuesto, que incide particularmente en la acción evasiva de los actores 
locales frente a las normas forestales, nos puede conducir a inferir algunas 
conclusiones, aquí quiero poner énfasis en tres aspectos. i) En la identificación 
de los procesos de exclusión de actores locales; ii) en las limitaciones que se 
tienen para el desarrollo de la ‘agencia’ local en la elaboración de las normas; y 
por último,  iii) en el desarrollo de un interés, implícito y a veces explícito, de 
mantener la informalidad por las relativas ventajas que supone como la 
reducción de costos administrativos y económicos, pero que representarían, de 
manera contradictoria, altos costos sociales y ambientales.  
Las normas orientan el comportamiento de los actores y son modificadas por la 
acción colectiva (Commons, 1934); sin embargo, predominantemente en la 
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elaboración de normas formales, en este caso de la ley forestal y su 
reglamento, y en muchos otros casos en el Perú, se han excluido a actores 
locales y sus realidades particulares, principalmente a los denominados 
informales, y no se han desarrollado mecanismos para el desarrollo de la 
agencia del actor local, pues tiene acceso limitado a esferas de decisión, salvo 
cuando se recurre a la fuerza de la protesta. Aquí los migrantes, colonos o 
extractores externos que ocupan la selva alta, tienen mayores limitaciones en 
cuanto su argumento, sobre el acceso al recurso, es socioeconómico; mientras 
que las poblaciones indígenas tendrían mayores ventajas en cuanto su 
argumento no sólo es socioeconómico, sino también cultural, recurriendo a su 
tradición ancestral y a la normatividad internacional que protege sus derechos. 
Pero, en realidad, lo importante para un análisis realista no es la naturaleza de 
la norma, sino su efectividad (Hufty, 2007). Bajo este criterio, por toda la 
informalidad que se desarrolla en este espacio interregional y por el deterioro 
de los bosques, la ley forestal no sería efectiva. 
En este contexto complejo, la exclusión del pequeño extractor y de las 
comunidades indígenas nos muestra, como refiere Soria (2003) su invisibilidad, 
lo que representa rezago y marginación que tendría una carga histórica. Por 
tanto, deberían plantearse  estrategias para lograr que las normas forestales 
específicas estén de acuerdo a las realidades económicas, ambientales, 
sociales y culturales que son propias a la selva alta, pues de lo contrario y 
como se viene observando, se desarrollan dinámicas y prácticas 
contraproducentes a la gestión sostenible de los bosques, en cierto grado ya 
institucionalizadas y que agudizan los conflictos.  
 
3.2. ACTORES EN CONFLICTO POR LAEXTRACCION MADERERA. 
Existe una amplia gama de actores alrededor de la extracción maderera en la 
zona interregional de estudio. Estos actores no son necesariamente estáticos, 
muchos de ellos cambian o fluctúan en función a sus intereses de acuerdo a 
los contextos en los que se desarrollan. Pero, se puede identificar un mapa 
general a partir de la implementación de la ‘nueva’ ley forestal del 2000 hasta 




a) En Kcosñipata. 
A quienes participan en el proceso de extracción se les denomina “extractores”. 
Este grupo lo conforman generalmente migrantes y colonos establecidos en la 
capital del distrito, Pilcopata, en los caseríos y, sectores aledaños. Los 
pobladores asentados en caseríos y zonas aledañas, normalmente, poseen 
títulos de propiedad o denuncios en proceso de titulación, cuya actividad 
principal es la agrícola. Mientras entre los pobladores de la capital del distrito, 
no todos tienen terrenos titulados, en consecuencia trabajan como mano de 
obra en procesos de extracción o en la comercialización.  
Por otro lado, algunos pobladores de las comunidades nativas son también 
extractores. En Santa Rosa de Huacaria se extrae con mayor incidencia en 
épocas de inicio escolar, o se aprovechan los árboles arrastrados por los ríos, 
al no contar con permiso de extracción forestal el proceso es informal; mientras 
que en Queros se dio una utilización intermitente de permisos de extracción, a 
pesar de que la actividad es permanente.   
Así, entre los extractores se distinguen dos tipos: ‘los formales’, quienes 
cumplen las normas establecidas o leyes, “Yo corto mi madera, tengo mi permiso de 
extracción. Pagamos al técnico 800 Soles, la carpeta 280 Soles, ahora hay que llevar al 
ingeniero al mismo sitio y no van a pie, hay que contratar carro, comida, estadía y otro hay que 
cubicar para no tener problema, tenemos que hacer todo eso y cada año, tenemos que 
hacer…” (R.B. Pequeño extractor. Pilcopata,  agosto 2003); han logrado conformar 
asociaciones de madereros, que en la última década fueron menos eficientes, 
generando desorden y descontento entre sus representados y la población en 
general. Por otro lado, ‘los informales’, denominados localmente como ‘cuquis’, 
quienes no cumplen con las exigencias normativas, dedicados a la actividad 
clandestina. Son quienes provistos de motosierras y movilidades motorizadas, 
ingresan a las propiedades particulares para extraer madera y no respetan los 
límites establecidos, ni las zonas de conservación o de protección. 
“…Los cuquis se dedican a sacar madera, no trabajan chacra…” (Pobladora de Estari. 
Pilcopata octubre 2003). 
 “…Ellos no tienen terreno, no tienen trabajo, salen con sus carros, motosierras y sacan 
de cualquier zona. Roban la madera de los vecinos. Muchas veces tenemos problemas 
y peleas con ellos …”(Pobladora Salvación 2007). 
Así, son una fuente de conflictos locales frente a las autoridades y  frente a los 
propios extractores formales, siendo el resultado de la trasgresión de límites de 
predios particulares, comunales o áreas protegidas. Entre estos actores 
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informales, se identifican también a algunos pobladores indígenas cuyas 
comunidades no tienen permisos de extracción forestal. 
De igual forma, en el proceso de extracción maderera, desde la preparación, el 
internamiento, corte, hasta la comercialización, se identifican a actores locales 
que se diferencian por la actividad o función que realizan como motosierristas, 
jaladores, lomeadores y trocheros  
Los migrantes o colonos en cierto grado tienen una integración al nuevo 
espacio geográfico social, sin embargo su visión sobre el espacio amazónico 
es utilitarista. Por el contrario, es evidente que en el caso indígena el vínculo 
ancestral y cultural con el espacio amazónico es mayor, aunque por diferentes 
presiones externas se vienen generando cambios estructurales, que veremos 
más adelante. 
Un actor ‘catalítico’ en la actividad maderera lo representan los comerciantes, 
encargados de sacar la madera hacia fuera de la zona para comercializarla en 
los mercados regionales. Algunos pobladores capitalizados residen en 
Pilcopata, mientras que la mayoría de comerciantes provienen del Cuzco y 
otras zonas. 
El proceso extractivo es complicado y peligroso, pues por la escasez de 
especies maderables los extractores se tienen que internar cada vez más en el 
bosque y  deben recorrer grandes distancias y zonas accidentadas. A pesar de 
las dificultades que supone la extracción, los precios son bajos pues la madera 
corriente fluctúa entre S/0.50 y S/0.90, entre 20 y 30 centavos de dólar 
aproximadamente, y se trabaja en condiciones deplorables, donde 
identificamos dos fases. La primera va desde la preparación, el internamiento, 
hasta el corte y acabado en tablones. Y la segunda fase es de transporte en 
general, produciéndose la comercialización en el poblado cercano y su 
posterior traslado a Cuzco, a otras ciudades  o regiones del sur peruano. 
En estos espacios se encuentran determinados actores en los que se 
concentra el poder, sea de índole económico o de conocimiento. Así, 
considerando las nociones de Bourdieu (1997), predominaría la acumulación 
de capital económico, considerando que la actividad maderera genera ingresos 
inmediatos, y que a niveles de enfoque de gobierno local determinaría las 
políticas de desarrollo implementadas en este espacio interregional. De otro 
lado, el capital cultural, relacionado –de manera específica a la extracción 
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maderera- al conocimiento que tienen los actores sobre el proceso de 
extracción (destrezas), la geografía y el ambiente, en sí, podrían identificarse 
como las formas de gestión, reconocidas en los espacios sociales particulares 
en los que interactúan como centros poblados de migrantes o comunidades 
nativas locales. 
Otro actor que juega un rol importante es el gobierno local. Las autoridades 
municipales distritales no han sabido integrar en sus políticas de desarrollo el 
manejo sostenible de recursos naturales y de conservación, algunas veces por 
falta de conocimiento, otras por omisión y otras por falta de interés. De manera 
contradictoria, las campañas políticas en los últimos procesos electorales se 
han basado en el fomento de la extracción maderera, reforzando la noción 
económica del desarrollo y priorizando el corto plazo (del 2006 al 2008, se han 
presentado tensiones entre el Alcalde de Kcosñipata y una ONG de 
conservación en la región, así como el Alcalde de Salvación apoya la 
construcción de la carretera a través de la Reserva Comunal Amarakaeri). Sólo 
de manera referencial se considera estos componentes como ‘Defensa de sus 
Recursos y Territorios’, asumiendo que hay empresas, ONG y otras 
organizaciones con intereses que no son compatibles con la zona, sin 
presentar alternativas sostenibles coherentes y concretas. 
« Existe la iniciativa y puesta en marcha de proyectos de manejo sostenible de 
recursos, como actualmente han promovido algunas autoridades la implementación de 
viveros forestales con especies maderables y no maderables con fines de 
reforestación, sin embargo estos son ejecutados sin un efectivo apoyo técnico y 
económico, además de no contar con personal idóneo con experiencia en el tema, lo 
que hace que no resulte un proyecto de intervención municipal sostenible en la zona. 
Es necesario implementar esta iniciativa pero si no consideramos los componentes e 
insumos necesarios siempre tienden a no tener éxito proyectos de esta magnitud » 
(Líder Huachipaire, 2009). 
La noción de desarrollo que estaría predominando es la del extractivismo. Y no 
se realizan los esfuerzos necesarios para articular propuestas y estrategias 
dirigidas a la sostenibilidad del recurso forestal. Visiones opuestas sobre el 
desarrollo y los recursos representan indicios de tensión entre los actores 
diversos. 
En consecuencia, se identifica lo siguiente: i) que la extracción maderera 
informal es predominante en la zona, ii) se expande el carácter destructor de la 
extracción maderera sobre el bosque, iii) son limitadas las estrategias de 
control social para evitar la degradación del bosque, iv) no se respetan ni 
cumplen las normas formales lo que no beneficia al desarrollo local, 
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exacerbándose los conflictos, v) el gobierno local no juega aún un rol activo en 
la promoción del uso sostenible de recursos forestales. 
Los actores estatales. Son aquellos cuyas decisiones influyen en el acceso 
formal, control y conservación del recurso. Están representados por entidades 
estatales. En este sentido, se identifica al INRENA, que es el órgano encargado 
de la gestión y administración de los recursos forestales y de fauna silvestre a 
nivel nacional, institución con la que la población extractora del recurso forestal 
tiene mucha relación, siendo la que permite o restringe el acceso al recurso, 
establecido en la Ley Forestal N° 27308. Las oficinas regionales donde se 
emiten los permisos quedan en la ciudad del Cuzco para Kcosñipata, tiene una 
sede en Pilcopata con reducido personal técnico, lo que no facilita una labor 
eficiente. Por otro lado, la Policía Nacional cumple un rol alternativo, con su 
ente particular que viene a ser la Policía Ecológica. Acompañan y son los 
encargados de realizar los controles y redadas para incautar madera que no 
cumple con los requisitos establecidos por las normas legales, quienes tienen 
resistencia de parte de  la población local. 
El Ministerio de Agricultura viene a ser el órgano normativo y promotor del uso 
sostenible y conservación de los recursos forestales y de fauna silvestre a nivel 
nacional como se establece en la Ley, pero los encargados del nivel local, 
dejan la labor fundamental del control forestal a los representantes locales del 
INRENA. 
Otros actores, considerados externos, son las organizaciones no 
gubernamentales que promueven el desarrollo agropecuario y la conservación 
del medio ambiente, pero que han perdido legitimidad en la población local por 
la poca efectividad de sus acciones y proyectos, por lo que son muy criticadas. 
Así en esta zona han desarrollado su trabajo la Fundación para la 
Conservación, bajo una propuesta relacionada a desarrollo sustentable; la 
Asociación Peruana para la Conservación de la Naturaleza (APECO), en 
actividades de educación ambiental; Pro Manu (de financiamiento bilateral) en 
actividades de conservación y desarrollo sostenible vinculado al Parque 
Nacional del Manu; el Centro para el Desarrollo del Indígena Amazónico 
(CEDIA), ordenamiento territorial, promoción del desarrollo sostenible; entre 
otras, las que han tenido como área de influencia la zona cultural y de 
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transición del Parque Nacional del Manu, que integra centros poblados y 
comunidades de Salvación – Manu. 
En general, estos actores, son asociados a restricciones, poca efectividad y 
corrupción por las malas experiencias que han representado, pues el 
cumplimiento de sus objetivos conduce normalmente a que las iniciativas sean 
externas y no provengan de la misma población (Ruiz, 1994). 
b) En Salvación. 
El panorama en relación a los extractores migrantes o colonos es similar al 
mostrado en la selva alta cuzqueña. Se presentan obstáculos en la obtención 
de títulos de propiedad de la tierra y en la delimitación de las propiedades pues 
el trámite debe realizarse en la ciudad de Puerto Maldonado. Esta situación 
produce muchas veces sobreposición de propiedades, generándose no 
solamente tensiones por el uso del suelo, sino también por el acceso.   
Por las distancias los comerciantes madereros reducen los precios y elevan los 
castigos, generando también situaciones tensas con los extractores, quienes 
entran a negociar en desventaja, en la mayoría de los casos enganchados en 
sistemas de préstamos difíciles de pagar.  
La enorme presión sobre los bosques y el proceso de extracción selectiva ha 
generado el agotamiento de especies maderables valiosas. Entre el 2000 y el 
2005, las especies maderables de mayor extracción fueron: Moena amarillo 
(Aniba gigantifolia) 33,314.58 m3; Pumaquiro (Aspidosperma macrocarpon) 
32,583.83 m3; Cedro (Cedrela odorata) 43,610.30 m3; Tornillo (cedrelinga 
catenaiformis) 166,472.69 m3; Pashaco (Schizolubium parahybum) 
31,707.653m3; Caoba (Swietenia macrophylla) 48,589.32 m3. Actualmente se 
viene aprovechando especies maderables de menor calidad (135 
aproximadamente), haciendo un total de 141 especies forestales que han 
arrojado al mercado controlado la cantidad de 602,945.318 m3 de madera11, 
sin embargo, al ser la extracción predominantemente informal, no se tiene 
indicadores cuantitativos reales y confiables. 
Las instituciones estatales, como también las no estatales, se concentran en la 
capital del distrito, quienes por razones de inaccesibilidad y distancia a las 
zonas de extracción, no realizan un control efectivo de la actividad maderera, 
                                                 
11 Ministerio de Agricultura, 2005. 
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predominantemente informal. Las instituciones estatales deben reportar sus 
actividades a las oficinas regionales cuyas sedes se encuentran en la ciudad 
de Puerto Maldonado, lo que genera dificultades a la población local. 
Actualmente, de las instituciones no estatales, la Asociación Civil Desarrollo 
Rural Sustentable (DRIS) viene trabajando en la zona promoviendo actividades 
agropecuarias y de reforestación. 
A la vez, a partir de la municipalidad distrital y provincial se incentiva 
actividades de orden extractivo en la zona de Salvación predominantemente 
madera y al sureste, en los distritos de Fitzcarrald y Madre de Dios, la 
extracción aurífera. Por otro lado, predomina un afán de continuar la 
construcción de la carretera para unir Salvación con Colorado y Puerto 
Maldonado, proyectando la culminación de la trocha carrozable que partiría en 
dos la Reserva Comunal Amarakaeri. 
En relación a las comunidades nativas. En las tres comunidades nativas 
mencionadas se extrae madera, sin embargo, ninguna de ellas tiene permiso 
de extracción forestal. En Palotoa-Teparo, como en Shipetiari (ubicadas a la 
margen izquierda del río Alto Madre de Dios), hasta el 2007 el control local era 
en cierto grado eficiente, sin embargo, en los últimos años la presión sobre el 
recurso viene generando tensiones internas y los controles locales no son 
suficientes, agudizándose las tensiones intracomunales. Ambas comunidades 
tienen limitaciones para la extracción en cuanto sus territorios colindan con el 
Parque Nacional del Manu, porque las actividades extractivas no tradicionales 
están restringidas.  
En la comunidad nativa de Shintuya (ubicada en la confluencia del Alto Madre 
de Dios y el río Shintuya) la situación es más alarmante, pues en el territorio 
comunal quedan solo algunos rezagos de madera comercial, por lo que la 
competencia para extraer madera es intensa. Se han producido casos en la 
que indígenas extractores han ingresado a territorios de la Reserva Comunal 
Amarakaeri, lo que es ilegal. Reportes de los guardaparques indígenas, 
muestran la tensión interna que se vive en la comunidad debido al decomiso de 
madera. Así, progresivamente se nota la debilidad de las organizaciones 
locales para ejercer control social y reducir la presión sobre el recurso forestal. 
Son varios los factores que vienen produciendo un acelerado cambio en las 
prácticas y en los valores de los pobladores indígenas en esta comunidad, que 
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se ha ido intensificando en los últimos años por antiguos procesos de 
evangelización, pobreza, migraciones, la construcción de la carretera, nuevas 
formas de comunicación, presencia de empresas extractivas de hidrocarburos, 
la presencia de externos, entre otros. 
 
3.3. SOBRE LA DINAMICA DEL CONFLICTO. 
Hasta aquí he mostrado algunas aristas de tensiones y conflictos que se 
generan  entre los diferentes actores sociales por el acceso al recurso forestal, 
los que inciden de manera específica en el desconocimiento de las normas, la 
invasión de predios privados o comunales, el control y decomiso de madera, 
donde incluso se han mostrado conatos de violencia y agresión física, el control 
del acceso, entre otros, lo que es una constante en ambas zonas. 
Así, la tendencia en los conflictos muestra a un mínimo de dos partes que 
pugnan al mismo tiempo por obtener el mismo conjunto de recursos escasos 
(Ortíz, 1996:4), que en este caso es el recurso forestal. Estas dos partes 
mínimas son los actores, quienes tienen acceso diferenciado y privilegiado a la 
naturaleza por contar con cuotas desiguales de poder. 
Los actores son diferentes dada la heterogeneidad del modelo económico y 
político, quienes se articulan en espacios y dinámicas socioculturales diversos. 
Esta situación se da, porque “en el país, en particular las zonas donde se 
ubican los recursos naturales se caracterizan por una hegemonía de la 
desigualdad y la exclusión que hace que en muchas de estas zonas impere un 
machismo privado y un caudillismo público, el racismo, el etnocentrismo y el 
parroquialismo, todo lo cual influye para que el desarrollo sea percibido con un 
fuerte sesgo urbano que impulsa un modernismo capitalista primitivo y salvaje” 
(Raez, 2001: 7-8). 
Esta situación dificulta la propuesta de un modelo de desarrollo que sea 
equitativo y sostenible, debido a que existe una diversidad de intereses 
generalmente excluyentes, lo cual dificulta la elaboración de marcos normativos 
adecuados y su aplicación coherente, así como la implementación de modos 
de gestión sostenible de los recursos forestales. 
En estas condiciones, es importante tener presente que el conflicto es 
inherente a las relaciones sociales, es ubicuo u omnipresente (Darehndorf, 
1968; Ormachea, 2001), y en consecuencia es dinámico y cambiante. El 
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conflicto es iterativo y tiene un ciclo de vida en el que que se pueden identificar 
varias fases, entre ellas la ‘latencia’, el ‘inicio’ o ‘puesta en evidencia’, su 
evolución consideraría fases de ‘escalada’, ‘destrucción’, ‘desescalada’, donde 
se pueden implementar diferentes estrategias de solución, para así ingresar a 
la fase de transformación del conflicto, en consecuencia nuevamente se 
establecerá el ciclo iterativo bajo otras características, es decir su solución 
representaría su transformación.  
En suma, desde esta perspectiva se toma en cuenta la multicausalidad de los 
conflictos, lo que se ha venido mostrando en el presente trabajo. Pero de 
manera particular, a partir de la discriminación causal y de la identificación de 
eventos críticos en los conflictos por la extracción maderera y sus implicancias 
en la construcción de un espacio sociocultural, se incide en el análisis de la 
variable implementación de la Ley Forestal y de Fauna Silvestre N° 27308 
(2000) y su reglamentación (2001) como elemento detonante de conflictos en la 
zona interregional Kcosñipata-Salvación. 
Así, el establecimiento de una ley cuyo objeto es normar, regular, supervisar el 
uso sostenible y la conservación de los recursos forestales trajo como 
consecuencia el descontento en la población extractora local.  
Según el INRENA (2000), entre 1997 y 1998 la Oficina Regional del Ministerio 
de Agricultura, en Kcosñipata otorgó ilegalmente 13 contratos de extracción 
forestal, lo que significaba un desorden institucional generalizado, cuando regía 
aún la ley 21147. Así, de trabajar en forma  libre, se pasó a un control más 
estricto efectuado por el INRENA, institución estatal encargada de la gestión y 
administración de los recursos forestales en el Perú. Ante esta situación, 
algunos pobladores manifestaban lo siguiente: 
“…Antes no había ese problema, antes no existía el INRENA, sino el Ministerio de 
Agricultura y aceptaba a cualquiera que quería bosque o trabajar con madera. Le daba 
su permiso por dos años, tres, cuatro a cinco años y pagaba todos los impuestos que 
debía pagar normal al Estado, no había estos conflictos…” (Extractor, Kcosñipata, 
2002). 
“…No había prohibición, el Ministerio de Agricultura no nos decía nada…” (S.S. 
Extrac.,Pilcopata, 2002). 
Exacerbados los ánimos de la población local, se produjeron protestas y 
huelgas. El año 2000 fue tomada la Oficina Local del INRENA en la localidad 
de Pilcopata-Kcosñipata y cerrado el tránsito en tramos de la carretera Cuzco-
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Pilcopata-Salvación. Estas medidas de fuerza representan indicadores de 
intensidad y violencia del conflicto, acciones que  sólo fueron dejadas de lado 
debido a la intervención, en la zona, de representantes del Poder Ejecutivo de 
turno. Al respecto un informante expresa que “…el pueblo se levantó el año 2000 
porque no había guías, todos participamos en toda la región, mujeres, hombres y niños. La 
madera es la que mueve la plata aquí, bloqueamos el turismo, luchamos, ahí recién llegaron 
autoridades” (Extrac. Pilcopata, 2006). La implementación intempestiva de la nueva 
ley forestal, así como la desinformación generaliza en la zona en relación a 
estos procesos y el cambio de un orden establecido en función de extracción 
maderera ‘no controlada’, entre otros factores, generaron dichas reacciones. Es 
decir, la implementación de esta norma formal puso de manifiesto el conflicto, 
para rápidamente ascender y generar acciones sociales de destrucción como la 
toma del local de la oficina del INRENA, el ‘secuestro’, la sustracción de la 
madera decomisada y el bloqueo de la carretera evitando el tránsito público y 
comercial En dicho momento se identifican a los siguientes actores sociales o 
‘stakeholders’: 
Los actores primarios de dicho conflicto son los ‘extractores’ (formales e 
informales, lomeadores, motosierristas, jaladores, trocheros, comerciantes y 
agricultores). Por la otra facción el INRENA, encargada de implementar y hacer 
cumplir la ley forestal. 
Entre los secundarios la facción de los ‘extractores’, recibió el apoyo de la 
población de Kcosñipata, Salvación y sectores aledaños, que se manifiesta en 
el establecimiento de la huelga. Mientras que por la otra facción estatal, se 
identifican organismos no gubernamentales, como ProManu y otros, cuyas 
intervenciones estaban dirigidas a reestablecer el orden. 
Entre los actores ‘interesados’ o ‘intervinientes’, destacan los municipios 
locales, las empresas de turismo (actores nuevos importantes en el desarrollo 
económico interregional) quienes han sido perjudicados por el cierre del paso 
por la carretera, por tanto, tenían intereses particulares en que dichos 
problemas se solucionen para evitar perjuicios económicos y que sus 
actividades laborales se paralicen. Por la magnitud de estos intereses influyó,  
en parte, la implementación de estrategias de resolución del conflicto, 
provocando la presencia de representantes del Poder Ejecutivo de entonces 
para la facilitación de una mesa de concertación.  
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En esta estrategia de negociación, ‘face to face’, se establecieron los plazos  
para que los extractores se adecuen a la ley de manera progresiva (se 
identifica aquí un punto nodal importante de decisión para la resolución del 
conflicto), conduciendo esta solución a la fase de latencia del conflicto y 
transformación por ejemplo la tramitación burocrática, la formalización de la 
propiedad, el pago de derechos por la extracción, la adecuación técnica, es 
decir los costos para el establecimiento de un nuevo orden, muestran la 
situación tensa que se vive en esta región. 
En esta fase del conflicto, resaltan tres aspectos. Primero, la necesidad de 
visibilizarse del actor extractor, normalmente rezagado. Por muy fragmentado 
que se encuentren en su accionar cotidiano, se asocian para protestar contra 
un ‘enemigo común’, el Estado, porque asumen que se vulneran sus 
‘derechos’, al cambiar un orden socioeconómico contraproducente hacia la 
gestión sostenible de los recursos forestales, contradictoriamente va en contra 
de sus intereses particulares. Segundo, las limitaciones del orden institucional, 
expresado en un papel ambiguo frente al recurso forestal, y en sus limitaciones 
en personal o en recursos para responder a la demanda y protesta de actores 
locales. Tercero, la repercusión de actores económicos importantes (en este 
caso el sector turismo) que son perjudicados por los diferentes movimientos 
sociales locales, por lo que pueden tener mayor impacto mediático. Desde el 
2000 hasta hoy, con algunas leves variaciones, los actores sociales 
permanecen  y entre ellos se suscitan diferentes tipos de conflictos locales. Por 
otro lado, a pesar de la escasez de recursos forestales, la economía es más 
dinámica en Pilcopata, en Salvación y en otros núcleos poblaciones a partir de 
una diversificación agroproductiva, y por otro lado, la actividad turística es más 
permanente. 
En conclusión se pueden definir algunas situaciones bien marcadas en relación 
a los conflictos generados por la extracción maderera en el ámbito interregional 
Kcosñipata-Salvación.  
i) El carácter restrictivo de la norma formal (ley y reglamento), que en general 
no considera las características sociales particulares de la zona, no obstante en 
los últimos años se han propuesto normas que facilitan la extracción maderera 
en territorios comunales, por lo general las exigencias administrativas y 
económicas no pueden ser cumplidas por la mayoría de la población extractora 
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local. En este caso particular, al no considerarse las particularidades locales, 
las autoridades competentes generaron perjuicios a los extractores locales al 
aplicarles sanciones y confiscaciones. 
ii) Se presenta una relación tensa entre Estado, instituciones externas y la 
población extractora. Esta situación no permite la fluidez de información y el 
diálogo entre los diferentes actores, y en consecuencia, no se plantean 
alternativas eficaces frente a la extracción maderera informal.  
iii) La exclusión e invisibilidad de estas poblaciones se pone en evidencia, al no 
consultarles para el establecimiento de nuevas normas forestales. Esta 
situación trae como consecuencia un desconocimiento de la ley y la 
reglamentación sobre la extracción forestal, lo que ilegitima su implementación 
puesto que no se reconoce a nivel local. 
iv) A pesar del agotamiento del recurso forestal esta actividad representa la 
posibilidad de obtener beneficios económicos inmediatos. Esta evidencia 
refuerza la visión cortoplacista del desarrollo local. Se refuerza, de esta forma, 
la posición sobre la continua pérdida de valor de la conservación y la utilización 
sostenible de recursos forestales entre los actores locales. Sin embargo, es 
importante hacer una precisión en relación a que la configuración de los 
actores locales es heterogénea donde si bien la mayoría promueve la 
extracción y beneficio inmediato, por otro lado, también se encuentran quienes 
promueven la gestión sostenible. Lo que incluso se hace evidente en las 
comunidades nativas, pues un grupo promueve prácticas sostenibles de 
recursos y un creciente grupo, predominantemente joven, tiene sus 
expectativas en el cortoplacismo maderero, y otro grupo al que se le puede 
denominar tradicional, predominantemente ancianos, subsiste bajo actividades 
tradicionales de caza, pesca y recolección. En general, en estas comunidades 
se estaría dando una consecuente desestructuración social ocasionada por 
diversos factores, entre ellos los comportamientos individualistas recurrentes. 
v) En relación a la dimensión social, se presentan limitaciones en los sistemas 
de control internos, dando lugar al predominio de acciones individualistas. Así 
no se respetan los límites de propiedades privadas, comunales o de áreas 
naturales protegidas a raíz del incremento de prácticas clandestinas que serían 
hábitos recurrentes entre los extractores. 
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vi) El panorama es más complicado cuando se nota que predomina una visión 
del espacio amazónico como recurso económico y no necesariamente como 
espacio de vida, de cierto grado atribuido sólo al sector indígena. La condición 
de migrantes de los extractores  locales, reforzada con valores económicos, 
sociales y culturales andinos, no les permite una identificación con el espacio 
amazónico, pues no representaría parte de su racionalidad en su relación con 
la naturaleza.  
vii) El recurso forestal se destruye cada vez más, ‘se está acabando’, y a pesar 
de esta situación no se nota aún un cambio en la actitud o en los hábitos de los 
actores sociales, por el contrario, los extractores se adentran cada vez más a 
mayores distancias en el bosque. Esto significaría que la escasez y lejanía del 
recurso no son obstáculos para la tala ilegal, que va en desmedro incluso de 
los bosques de protección, las áreas protegidas aledañas, del ecosistema 
amazónico, de los propios aspectos socioculturales y bienestar de estas 
poblaciones. 
Con estos resultados se reafirma la hipótesis que se planteaba en los noventa, 
de que el bosque amazónico es explotado como un recurso de acceso libre 
porque el Estado adolece de una marcada debilidad institucional. Esta 
debilidad del Estado no permite forzar (hacer cumplir) a los agentes a realizar 
procesos de explotación óptimos del recurso (Barrrantes y Trivelli, 1996). Es 
decir, el Estado no posee mecanismos para obligar a los actores a asumir los 
costos totales de la extracción maderera, lo que conduce a la predominancia de 
un orden institucional ‘informal’ contraproducente a la gestión forestal 
sostenible.  En consecuencia, el escenario de acceso libre y las condiciones 
que se desarrollan en él, nos mostrarían la inminente avenida de la tragedia de 
los bienes comunes, con graves consecuencias ambientales y socioculturales 
en el espacio alto amazónico. 
 
A MANERA DE CONCLUSIONES 
La configuración histórica, económica y sociocultural del espacio interregional 
Kcosñipata – Salvación demuestra la relación multicausal entorno al acceso a 
recursos y de manera específica, al recurso forestal. Este escenario es 
complejo y esta constantemente expuesto a diferentes incertidumbres. 
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En este espacio interregional, la gobernanza de los recursos forestales está 
regida por la competencia entre los diferentes actores sociales, aquí las formas 
de acceso y uso (relacionado a las diferentes formas de gestión) son fuente de 
reproducción sistémica de la alteridad, donde un elemento constante generador 
de tensiones es la exclusión de pequeños extractores (poblaciones locales, 
migrantes, colonos e indígenas) en la formulación de normas forestales.  
La dinámica y la inestabilidad continua en relación a la extracción maderera se 
produce por la necesidad permanente de afirmación de algunos actores para 
excluir a otros, lo que se expresa en la predominancia de diferentes frentes que 
ejercen presión sobre los bosques, entre ellos: i) un frente económico-social, 
mediante el cual madereros predominantemente informales asumen que tienen 
derechos de acceso a estos recursos respaldados en el argumento de la 
satisfacción urgente de sus necesidades básicas y la propiedad privada. Aquí 
también se puede identificar ii) una estrategia económica-sociocultural, de la 
que hacen parte algunos pobladores indígenas, quienes bajo el argumento de 
sostener un derecho ancestral sobre sus territorios comunales y las áreas 
protegidas pretenden la extracción de recursos negando la normatividad 
forestal; iii) el frente político-económico interregional. Representado por los 
gobiernos locales que promueven un desarrollo económico que no considera la 
gestión sostenible forestal, ni la conservación. Su visión del espacio amazónico 
es de despensa y ‘caja chica’, así su estrategia política argumenta, de forma 
populista, la extracción de recursos; y iv) el frente político-económico 
gubernamental (nacional). Expresado en el papel ambiguo que juega el Estado, 
donde prima una debilidad institucional y se promueve normas contradictorias 
que no responden a realidades locales.  
A partir de estas evidencias, creo que los desafíos se centran en establecer el 
diálogo entre actores con visiones opuestas sobre un recurso y el desarrollo 
amazónico. En este escenario de complejidad, la regulación del acceso y 
formas de propiedad de la tierra y de los recursos forestales, son una condición 
para lograr garantías, seguridad y compromiso con la gestión forestal 
sostenible. De igual forma, es fundamental establecer mecanismos adecuados 
de negociación y resolución de conflictos para mitigar los impactos 
económicos, sociales y ambientales, y de esta forma, facilitar la 
implementación de políticas estatales promotoras de desarrollo sostenible. 
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